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Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 12 de Barcelona 
Avenida Gran Via de les Corts Catalanes, 111, edifici I - Barcelona   - C.P.: 08075 

 

 

Procedimiento ordinario 65/2021 -2A
Materia: Sanciones administrativas (Proc. Ordinario)

Entidad bancaria BANCO SANTANDER:
Para ingresos en caja. Concepto: 0911000000006521
Pagos por transferencia bancaria: IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274.
Beneficiario: Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 12 de Barcelona
Concepto: 0911000000006521

 Parte demandada/Ejecutado: AGENCIA DE LA 
VIVIENDA DE CATALUNYA
Procurador/a: 

 

Actividad administrativa recurrida: resolución del director de la Agencia de la

Vivienda de Catalunya,  de 30 de diciembre de 2020,  recaída en el  seno del

expediente  sancionador  administrativo  HPB20190 ,  por  la  se  imponen  al

recurrente cuatro sanciones por la comisión de cuatro infracciones muy graves

tipificadas en el artículo 123.3 a), b), f) y f bis t 118 de la Ley del derecho a la

vivienda.

SENTENCIA N.º   251/2022     

En Barcelona, a 27 de septiembre de 2022

Magistrada: 

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-  Por  la  parte  actora  se interpuso recurso  contencioso-administrativo

contra la resolución del director de la Agencia de la Vivienda de Catalunya, de 30

de  diciembre  de  2020,  recaída  en  el  seno  del  expediente  sancionador

administrativo HPB201900115, por la se imponen al recurrente cuatro sanciones

por la comisión de cuatro infracciones muy graves tipificadas en el artículo 123.3

a), b), f) y f bis t 118 de la Ley del derecho a la vivienda.
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SEGUNDO.- Acordada la  incoación  de los  presente autos,  se  les dio  el  cauce

procesal previsto por la Ley de esta Jurisdicción, habiendo despachado las partes,

llegado  su  momento  y  por  su  orden,  los  trámites  conferidos  de  demanda  y

contestación, en cuyos escritos respectivos en virtud de los hechos y fundamentos

de derecho que constan en ellos,  suplicaron respectivamente lo  que estimaron

conveniente a su derecho. 

TERCERO.- Acordado por auto el recibimiento del precedente pleito a prueba y

tras los oportunos trámites que prescribe la Ley Jurisdiccional en sus respectivos

artículos, en concordancia con los de la L.E.C., quedaron los autos conclusos y a la

vista para dictar sentencia.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Es  objeto  del  recurso  la  pretensión  anulatoria  ejercitada  por  la

recurrente,  contra  la  resolución  del  director  de  la  Agencia  de la  Vivienda de

Catalunya,  de  30  de  diciembre  de  2020,  recaída  en  el  seno  del  expediente

sancionador  administrativo  HPB2019 ,  por  la  se  le  imponen  cuatro

sanciones por la comisión de cuatro infracciones muy graves tipificadas en el

artículo 123.3 a), b), f) y f bis t 118 de la Ley del derecho a la vivienda.

En concreto, el recurrente es sancionado por los siguientes hechos:

 

1. No destinar su vivienda protegida a su domicilio habitual y permanente sin

autorización. 

2. Ceder el uso de su vivienda protegida sin autorización. 

3. Ceder el uso su vivienda protegida a personas que no reúnen los requisitos

para acceder. 

4. Percibir sobreprecio en el alquiler de su vivienda protegida 

La defensa letrada de la parte actora expone en la demanda que  ha habido dos

escritos, presentados el 23/11/2020, como ampliación del escrito de 17/11/2020,

y  el  24/12/2020,  contra  la  propuesta  de  resolución,  que  junto  con  su
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documentación, no han sido tomados en cuenta en las resoluciones ni han sido

incorporados al expediente. Que en la resolución sancionadora se afirma que no

constan alegaciones a la propuesta de resolución, aportándose sin embargo con

la demanda, el justificante de presentación de ambos escritos. Alega que por ello

la resolución incurre en falta de motivación y en incongruencia omisiva. Que es

imposible que las alegaciones y pruebas hayan sido tenidas en cuenta a la hora

de  dictar  la  resolución  impugnada  si para  la  Administración  no  han  existido

dichos escritos. Que existe por ello un desajuste entre la resolución y lo alegado

y aportado por esta parte.  Que se ha causado una indefensión, dado que la

Administración habría resuelto en un sentido distinto si hubiera considerado las

alegaciones y pruebas.

En  relación  a  esta  alegación,  la  parte  demandada  reconoce  que  los  citados

escritos de alegaciones, pese a haber sido presentados por el recurrente ante el

Registro electrónico del MPTOFP, no fueron recibidos por los servicios internos

de  la  AHC  por  problemas  informáticos.  No  obstante,  considera  que  esta

circunstancia no determina la nulidad de la resolución impugnada, ya que ni la

documentación  aportada  ni  las  alegaciones  de  la  recurrente  modifican  el

contenido de la resolución impugnada. Alega que el actor ha tenido derecho a

presentar  alegaciones  y  documentación  probatoria  en  múltiples  ocasiones

durante el procedimiento, y que incluso se le solicitó que aportara un material

probatorio  muy  concreto  (denuncia  del  quebrantamiento  de  la  orden  de

alejamiento  y  expedientes  judiciales  al  respecto),  después  de  analizar  el

contenido de sus argumentos. Que el letrado tuvo la ocasión de intercambiar

múltiples correos electrónicos con la instructora del procedimiento, planteando

las  tesis  del  actor  y  recibiendo  extensas  respuestas  al  respecto.  Que  las

alegaciones y pruebas aportadas por el recurrente en sus escritos de 23/11/2020

y  24/12/2020,  no  hubieran  supuesto  ningún  cambio  sustancial  en  la

argumentación  que  se  plasmó  en  la  propuesta  de  resolución,  y  que  fue

confirmada en la resolución sancionadora. Y ello porque las pruebas aportadas

no acreditan que la desocupación se produjera necesariamente en el año 2008

por el actor, pues el certificado de escolarización acreditaría el traslado de una

parte del núcleo familiar y el escrito de la vecina de Cuni es muy cuestionable

teniendo en cuenta la pre-redacción parcial del escrito y el hecho contradictorio

de que se diga que la unidad familiar reside desde 2008 en Castellet y la Gornal

para después afirmar que se encontraba en Cunit. Que estas pruebas no son

suficientes para desvirtuar la prueba del certificado de empadronamiento. Que

incluso en el hipotético supuesto de que el actor hubiese abandonado la vivienda
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por razones justificadas, debía haber solicitado autorización a la AHC una vez

transcurridos tres meses desde este traslado, cosa que no hizo.  

SEGUNDO.-  La relevancia jurídica de las infracciones de procedimiento ha de

ser analizada a la vista de lo dispuesto en el artículo 48.2 de la Ley 39/2015, del

Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas  y,  en

definitiva, del artículo 24 de la Constitución, de aplicación a los procedimientos

administrativos sancionadores según doctrina del Tribunal Constitucional. Como

tiene reiteradamente declarado el Tribunal  Constitucional,  cuando se alega la

vulneración  del  derecho  a  la  prueba,  constituye  carga  de  quien  lo  alega  el

precisar de qué concretos medios de prueba se ha visto privado y cuál es su

trascendencia  en  la  resolución  que  puso  final  al  procedimiento,  esto  es,  su

necesaria  relevancia  exculpatoria,  siendo  ello  imprescindible  para  analizar  la

trascendencia  de  dicha  denegación  probatoria  desde  la  perspectiva  de  la

indefensión material, pues como recuerda la STC 66/2007, de 27 de marzo, FJ

5º, «… para que resulte fundada una queja sustentada en una vulneración del

derecho a la prueba es preciso que reúna determinados requisitos que son, en

definitiva, que la prueba se haya solicitado en la forma y momento legalmente

establecidos (  SSTC 149/1987,  de 30 de octubre,  FJ  2;  212/1990,  de 20 de

diciembre, FJ 3; 87/1992, de 8 de junio, FJ 2; 94/1992, de 11 de junio, FJ 3;

1/1996, de 15 de enero, FJ 2; y 181/1999, de 11 de octubre, FJ 3) y que la

prueba sea decisiva en términos de defensa, correspondiendo al recurrente la

carga  de  alegar  y  fundamentar  la  relevancia  de  las  pruebas  no  practicadas

( SSTC 110/1995, de 4 de julio, FJ 4; 1/1996, de 15 de enero, FJ 2; 169/1996, de

29 de octubre, FJ 8; y 236/2002, de 9 de diciembre, FJ 4, por todas)».

Mediante escrito firmado por la instructora el 25/112020, notificado el 10/12/2020

se comunicó al recurrente que hasta que se redactara la propuesta de resolución

podía presentarse toda la documentación que se estimase oportuna. Por tanto,

la documentación presentada el 23/11/2020 debió haberse admitido.

La prueba presentada el 23/11/2020 era relevante para acreditar las razones del

abandono de la vivienda protegida, y cuándo se abandonó, razones que podían

ser  relevantes en el presente procedimiento. Y la importancia de estas razones

se pone de manifiesto en los distintos escritos  de la instructora (de 21/10 y de

25/11  de  2020)  requiriendo  que  se  probara  que  desde  el  año  2010  no  se

ocupaba la  vivienda  y  que   la  pareja  del  interesado fue  amenazada  con  un

cuchillo, y en el requerimiento de que se aportara la denuncia de incumplimiento
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de la orden de alejamiento a la que se hacía referencia. Entre la documentación

aportada  el  23/11/2020  estaba  la  sentencia  judicial  que  acredita  no  sólo  el

quebrantamiento de condena, sino también las amenazas de muerte que sufrió

tanto el recurrente como su mujer. La lectura del contenido de esta sentencia

podía haber llevado a considerar que el abandono estaba justificado. También se

aporta una declaración firmada por una testigo para acreditar el momento en que

se produjo  el  abandono de la  vivienda protegida.    Considerando que estas

pruebas documentales eran relevantes a efectos de defensa, y que las mismas

no fueron tenidas en cuenta por el órgano sancionador, a pesar de haber sido

aportadas en tiempo y forma, se considera vulnerado el derecho de prueba, lo

que determina la  nulidad de la  resolución sancionadora,  sin  perjuicio  de que

puede incoarse un nuevo procedimiento sancionador,  si  no ha transcurrido el

plazo de prescripción, en el que se respete plenamente el derecho de defensa

del administrado.  

TERCERO.   De conformidad con lo dispuesto por el  artículo 139.1 de la Ley

Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, dado que la cuestión

suscita dudas jurídicas, no procede condena en costas.  

Vistos los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación

FALLO

ESTIMAR  el  recurso  contencioso-administrativo  interpuesto  por  la

representación  procesal  de    anulando  la  resolución

citada en el encabezamiento de la presente resolución, sin expresa condena en

costas.

MODO DE IMPUGNACIÓN:

Contra esta Sentencia cabe interponer recurso de apelación conforme establecen

los  artículos  81  y  85  de  la  Ley  reguladora  de  la  Jurisdicción  Contencioso-

Administrativa dentro del término de quince días siguientes al de la notificación de

esta resolución, ante este Juzgado.
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Así, por esta mi sentencia, de la que se unirá certificación a la causa, quedando

el original en el libro de resoluciones definitivas de este Juzgado, lo pronuncio,

mando y firmo.
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